AMPARO dIRECTO EN REVISIÓN 2013/2014
QUEJOSA: SEALION SHIPPING LTD.
PONENTE: MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ

SECRETARIa: rosalba rodríguez mireles

En atención a lo dispuesto por el artículo 73, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, así como la jurisprudencia 53/2014 de rubro: “PROYECTOS DE RESOLUCIÓN DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. SÓLO DEBEN PUBLICARSE AQUELLOS EN LOS QUE SE ANALICE LA CONSTITUCIONALIDAD O LA CONVENCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL, O BIEN, SE REALICE LA INTERPRETACIÓN DIRECTA DE UN PRECEPTO CONSTITUCIONAL O DE UN TRATADO INTERNACIONAL EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS”.
A continuación se hace público el fragmento del proyecto de sentencia, en el cual se realiza el estudio de constitucionalidad respectivo:

38. ¿Estuvo en lo correcto el Tribunal Colegiado del conocimiento al decretar el sobreseimiento en el juicio de garantías, con fundamento en el artículo 61, fracción XIII, de la Ley de Amparo, al considerar que la parte ofendida consintió el acto reclamado al no haber agotado el recurso de apelación correspondiente, el cual sólo fue interpuesto por el Ministerio Público?
39. La respuesta al cuestionamiento debe hacerse en sentido negativo por las consideraciones siguientes: 
40. Como se vio en los agravios planteados por la parte recurrente, ésta  argumenta que la resolución recurrida viola en su perjuicio los artículos 14, 16, 17, 21 y 22 de la Constitución Federal, pues el Tribunal Colegiado le impone a la quejosa la obligación de promover los recursos ordinarios a fin de lograr el ejercicio de la acción penal, facultad que únicamente pertenece al Ministerio Público. 

41. Estima que es incorrecto que a la parte ofendida se le imponga la obligación de agotar por sí misma los medios de defensa, pues en realidad se trata de un derecho que se establece en su favor en el artículo 20, apartado B, de la Norma Fundamental. Con lo anterior, considera que se está revirtiendo la carga de la prueba a la parte ofendida, pues releva al Ministerio Público de su obligación de persecución de los delitos y del ejercicio de la acción penal y, por tanto, de agotar todos los medios legales para lograr la consignación del probable responsable. 

42. Finalmente, la parte recurrente sostiene que no existe supuesto alguno que establezca que para que la víctima o el ofendido acuda al juicio de garantías, primero deba interponer el recurso de apelación correspondiente, por lo que el criterio en ese sentido del Tribunal Colegiado resulta inconstitucional. Por tanto, manifiesta que en aras de hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia previsto en el artículo 17 de la Constitución Federal, debe permitirse al ofendido impugnar la sentencia definitiva a través del amparo directo, con independencia de si interpuso o no el recurso de apelación correspondiente. 

43. Los argumentos expresados por la parte recurrente, suplidos en su deficiencia en términos del artículo 79, fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo, son esencialmente fundados, por las razones que se expondrán a continuación. 

44. En efecto, la temática del presente asunto versa sobre si es necesario que la parte ofendida agote el recurso ordinario de defensa antes de acudir al juicio de amparo. Este tema ya ha sido abordado por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo **********
, en el que se ejerció un control de constitucionalidad y convencionalidad ex officio respecto de la fracción III del artículo 417 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, que establece el derecho de apelar a favor del ofendido o sus legítimos representantes, cuando coadyuven en la acción reparadora y sólo en lo relativo a ésta. Supuesto normativo que es de similar contenido al artículo 366 del Código de Procedimientos Penales del Estado de Campeche, el cual fue el fundamento del Tribunal Colegiado para resolver en la forma en que lo hizo. Por tanto, es posible sustentar en el caso que nos ocupa, consideraciones similares a las establecidas en el amparo directo  ********** citado. Así, en dicho precedente, se sostuvo:

45. Del contenido del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, es posible advertir que son cinco principios los que se establecen en este precepto: 1) la prohibición de la autotutela; 2) el derecho a la tutela jurisdiccional; 3) la abolición de costas judiciales; 4) la independencia judicial, y 5) la prohibición de la prisión por deudas del orden civil. 

46. Sin embargo, en este caso sólo se analizara el señalado con el número dos, es decir, el derecho a la tutela jurisdiccional o también conocido como garantía de acceso a la justicia. En ese tenor, se estima conveniente que previo al estudio, se haga una breve referencia al contenido e interpretación de la garantía de acceso a la justicia que en la especie se señala violentada, la que se referirá en el siguiente apartado:

GARANTÍA DE ACCESO A LA JUSTICIA. 

47. Al respecto, este Alto Tribunal ha establecido que el principio de imparcialidad que consagra el artículo 17 constitucional, es una condición esencial que debe revestir a los juzgadores que tienen a su cargo el ejercicio de la función jurisdiccional, la cual consiste en el deber que tienen de ser ajenos o extraños a los intereses de las partes en controversia y de dirigir y resolver el juicio sin favorecer indebidamente a ninguna de ellas. Así, el referido principio debe entenderse en dos dimensiones: a) la subjetiva, que es la relativa a las condiciones personales del juzgador, misma que en buena medida se traduce en los impedimentos que pudieran  existir en los negocios de que conozca, y b) la objetiva, que se refiere a las condiciones normativas respecto de las cuales debe resolver el juzgador, es decir, los presupuestos de ley que deben ser aplicados por el Juez al analizar un caso y resolverlo en un determinado sentido. Lo anterior encuentra apoyo en la tesis de jurisprudencia: 1a./J. 1/2012, de rubro: “IMPARCIALIDAD. CONTENIDO DEL PRINCIPIO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 17 CONSTITUCIONAL”
. 

48. Asimismo, se ha pronunciado en el sentido de que el mandato contenido en el segundo párrafo del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos está encaminado a asegurar que las autoridades encargadas de administrar justicia, lo hagan de manera pronta, completa e imparcial. Por lo que respecta a los actos legislativos, la justicia pronta se garantiza cuando el legislador establece en las leyes plazos generales, razonables y objetivos, a los cuales tienen que sujetarse tanto la autoridad como las partes en los procesos jurisdiccionales, entendiéndose por: a) generales, que sean comunes a los mismos procedimientos y a todos los sujetos que se sitúen en la misma categoría de parte; b) razonables, que sean plazos prudentes para el adecuado actuar de la autoridad y el ejercicio del derecho de defensa de las partes, y c) objetivos, que se delimiten en la ley correspondiente a efecto de impedir que quede al arbitrio de las partes o de la autoridad extender los tiempos para el ejercicio de sus derechos y obligaciones procedimentales. 

49. Apoyan lo anterior el contenido de la jurisprudencia P./J. 113/2001 y la tesis 1a. LXX/2005, cuyos rubros y texto son: 

“JUSTICIA, ACCESO A LA. LA POTESTAD QUE SE OTORGA AL LEGISLADOR EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA, PARA FIJAR LOS PLAZOS Y TÉRMINOS CONFORME A LOS CUALES AQUÉLLA SE ADMINISTRARÁ NO ES ILIMITADA, POR LO QUE LOS PRESUPUESTOS O REQUISITOS LEGALES QUE SE ESTABLEZCAN PARA OBTENER ANTE UN TRIBUNAL UNA RESOLUCIÓN SOBRE EL FONDO DE LO PEDIDO DEBEN ENCONTRAR JUSTIFICACIÓN CONSTITUCIONAL.
 De la interpretación de lo dispuesto en el artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución General de la República se advierte que en ese numeral se garantiza a favor de los gobernados el acceso efectivo a la justicia, derecho fundamental que consiste en la posibilidad de ser parte dentro de un proceso y a promover la actividad jurisdiccional que, una vez cumplidos los respectivos requisitos procesales, permita obtener una decisión en la que se resuelva sobre las pretensiones deducidas, y si bien en ese precepto se deja a la voluntad del legislador establecer los plazos y términos conforme a los cuales se administrará la justicia, debe estimarse que en la regulación respectiva puede limitarse esa prerrogativa fundamental, con el fin de lograr que las instancias de justicia constituyan el mecanismo expedito, eficaz y confiable al que los gobernados acudan para dirimir cualquiera de los conflictos que deriven de las relaciones jurídicas que entablan, siempre y cuando las condiciones o presupuestos procesales que se establezcan encuentren sustento en los diversos principios o derechos consagrados en la propia Constitución General de la República; por ende, para determinar si en un caso concreto la condición o presupuesto procesal establecidos por el legislador ordinario se apegan a lo dispuesto en la Norma Fundamental deberá tomarse en cuenta, entre otras circunstancias, la naturaleza de la relación jurídica de la que derivan las prerrogativas cuya tutela se solicita y el contexto constitucional en el que ésta se da.” 

“JUSTICIA PRONTA A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 17 CONSTITUCIONAL. OBLIGACIÓN DEL LEGISLADOR PARA GARANTIZARLA.
 El mandato contenido en el segundo párrafo del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos está encaminado a asegurar que las autoridades encargadas de administrar justicia, lo hagan de manera pronta, completa e imparcial. Por lo que respecta a los actos legislativos, la justicia pronta se garantiza cuando el legislador establece en las leyes plazos generales, razonables y objetivos, a los cuales tienen que sujetarse tanto la autoridad como las partes en los procesos jurisdiccionales, entendiéndose por: a) generales, que sean comunes a los mismos procedimientos y a todos los sujetos que se sitúen en la misma categoría de parte; b) razonables, que sean plazos prudentes para el adecuado actuar de la autoridad y el ejercicio del derecho de defensa de las partes, y c) objetivos, que se delimiten en la ley correspondiente a efecto de impedir que quede al arbitrio de las partes o de la autoridad extender los tiempos para el ejercicio de sus derechos y obligaciones procedimentales.”

50. Lo anterior tiene sustento en el hecho de que la garantía de acceso efectivo a la justicia, contenida en el artículo 17 Constitucional, debe respetarse no sólo desde una perspectiva formal, conforme la cual se establece la obligación del Estado Mexicano de crear tribunales suficientes para que resuelvan las controversias que se susciten entre los particulares o entre éstos con la autoridad, y de esa forma evitar la justicia por propia mano.

51. Ya que para lograr un efectivo acceso a la justicia, no basta con la posibilidad de acudir a dichos tribunales, sino que es necesario, desde un punto de vista material, que en esos tribunales resuelvan de manera pronta, completa e imparcial las cuestiones que se someten a su jurisdicción.

52. En este sentido, el término completo que está establecido en el párrafo segundo del numeral de la Constitución en comento, significa que la función jurisdiccional tiene que ocuparse en su actividad de abordar los temas principales a que hace referencia la controversia planteada.

53. En relación con lo antes señalado deben resaltarse algunos aspectos importantes para la materia específica de este juicio de amparo, referentes al procedimiento legislativo que dio origen a las reformas al artículo 20 constitucional publicadas en el Diario Oficial de la Federación el veintiuno de septiembre del año dos mil, ordenamiento vigente para la época de los hechos
.

54. La reforma a la norma constitucional en comento, publicada en el Diario Oficial de la Federación el veintiuno de septiembre de dos mil, cobra particular importancia en cuanto se destacan los antecedentes que le dieron origen a la ampliación progresiva de los derechos de las víctimas.

55. El tres de septiembre de mil novecientos noventa y tres, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto que reformó el artículo 20 de la Constitución Federal, el objetivo de la reforma fue dar respuesta a la demanda social de impunidad y a los efectos del delito en la víctima. Esta última razón fue el factor desencadenante para propiciar la apertura de acciones legales que permitieran la participación de la víctima o el ofendido en las etapas procedimentales penales como medio de compensación ante los efectos de la acción ilícita que resintió.

56. La reforma constitucional generó el reconocimiento de una serie de derechos en favor de la víctima u ofendido del delito, que esencialmente lo colocaron en posición de tener mayor presencia en las diversas etapas procedimentales penales. Lineamientos constitucionales que impulsaron la reforma de legislaciones federales y locales para hacer efectivo el catálogo de derechos recientemente incorporado a la Constitución Federal; sin embargo,  a pesar de que este avance resultó importante, desde la perspectiva de los derechos de la víctima u ofendido del delito, en realidad no fue suficiente conforme a los fines esperados, al pretenderse otorgar la posibilidad de ejercer plenamente sus derechos en las diversas etapas procedimentales penales. Circunstancia que al reconocerse por el legislador federal ordinario generó el proceso de reforma al artículo 20 de la Constitución Federal del año dos mil, con la finalidad de clarificar la norma, mediante la introducción de un apartado específico de previsión de los derechos de la víctima u ofendido del delito y ampliar las garantías que debían consagrarse a su favor. La intención era que tuviera la posibilidad real de ejercer plenamente sus derechos, tanto en la etapa preliminar de averiguación previa como en el proceso penal.

57. Esta Primera Sala ha considerado que la adición del apartado B al artículo 20 de la Constitución Federal, con motivo de la reforma del año dos mil, a la víctima u ofendido del delito se le reconoció como titular de derechos específicos. El alcance de la reforma, de acuerdo al proceso legislativo que le dio origen, fue generar el reconocimiento constitucional de “parte” en las diversas etapas procedimentales penales a favor de la víctima u ofendido, con la consecuente implicación de asegurar su eficaz intervención activa.

58. Lo que se dijo, se corrobora con la exposición de motivos presentada ante la Cámara de Diputados el veintiocho de octubre de mil novecientos noventa y siete, misma que dio origen a tal reforma.  En la que se establece claramente que el Constituyente permanente tuvo la clara intención de dotar de voz a la víctima para el efecto de asegurar su participación activa con el carácter de parte en la averiguación previa y en el proceso penal, otorgándole los medios necesarios para hacer efectivas sus prerrogativas. Estimar lo contrario sería tanto como desconocer los objetivos del legislador ordinario al revisar la Constitución Federal.

59. La comprensión de los derechos fundamentales de la víctima u ofendido del delito es una condición de equilibrio de las partes que intervienen en el proceso penal. En la última reforma al artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, contenida en el decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación en junio de dos mil ocho que corresponde a la inserción del sistema procesal acusatorio, actualmente en vacatio legis para dar oportunidad a la implementación de las adecuaciones legales y de operatividad necesarias, el conjunto de derechos constitucionalmente reconocidos de la víctima u ofendido fue ubicado en el apartado C, en el que se comprende, con el mismo alcance y amplitud, el derecho de intervención activa en las diversas etapas procedimentales penales.

60. De la lectura del proceso legislativo que originó la reforma en comento, se puede advertir que la intención del legislador federal tiende a garantizar la efectiva protección de los derechos fundamentales de las víctimas del delito, procurando aumentar su intervención durante el proceso penal y la averiguación previa, entendiendo a lo anterior como el medio para lograr una efectiva defensa de sus intereses.

61. Así, se concluye: la posición que guarda la víctima o el ofendido del delito frente al proceso penal –y aplicable también en la etapa preliminar de averiguación previa–, desde la óptica de las prerrogativas que otorga a su favor la Constitución Federal, es de “parte procesal” con derecho a intervenir activamente.

62. Ahora, se estima oportuno hacer referencia a lo que los principales instrumentos internacionales en materia de derechos humanos reconocen respecto del derecho del individuo de acudir a los Tribunales del Estado, esto, como se ha mencionado ya es oportuno en atención al nuevo marco constitucional derivado de la reforma de diez de junio de dos mil once y a lo establecido por el Tribunal Pleno en su resolución al Expediente Varios **********, emitida en sesión de catorce de julio de dos mil once y publicada en el Diario Oficial de la Federación el cuatro de octubre del mismo año, en cuyo considerando séptimo dispuso que todas las autoridades del país, dentro del ámbito de sus competencias, se encuentran obligadas a velar no sólo por los derechos humanos contenidos en la Constitución, sino también por aquéllos contenidos en los instrumentos internacionales firmados por el Estado mexicano, debiendo adoptar la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate (párrafo 27).

63. Asimismo, en esa resolución se estableció que los mandatos contenidos en el artículo 1° constitucional deben ser interpretados sistemáticamente con el artículo 133 constitucional, lo que determina el marco dentro del cual debe realizarse lo que el Tribunal Pleno denominó “control de convencionalidad ex officio”, en materia de derechos humanos, inserto en un modelo difuso de control de constitucionalidad en la misma materia (párrafos 28, 30 y 31).

64. Las referidas determinaciones del Tribunal Pleno pueden sintetizarse en el sentido de que, de conformidad con el contexto constitucional actual de los tratados internacionales suscritos y ratificados por México, estos forman parte del canon de validez de los actos cuya regularidad se somete a análisis mediante el juicio de amparo, siempre que estos consignen en su contenido derechos fundamentales, los que además podrán ser invocados aun oficiosamente por el juzgador. 

65. En ese sentido entonces, pueden enumerarse los derechos que consignan en los artículos 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 8.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que estipulan: “toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter". 

66. En efecto, el derecho de acceso a la justicia en el ámbito de derecho internacional, se contiene en diversos instrumentos internacionales, tales como: La Declaración Universal de Derechos Humanos (artículo 10)
; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 14.1)
; la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (artículo XVIII)
 y la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículos 8.1 y 25)
.
67. En términos generales, desde la perspectiva del Derecho internacional de los derechos humanos, los derechos de las víctimas en relación con los procedimientos penales están basados legalmente en cuatro derechos centrales y esenciales, protegidos por el Derecho internacional:

a) El derecho de toda persona a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, para la determinación de sus derechos;

b) El derecho a un recurso efectivo, que incluye, inter alia, el derecho a una investigación;

c) El derecho a la verdad y

d) El derecho a obtener reparación.

A) Derecho a un juicio justo ante tribunal independiente, imparcial y competente. 

68. Bajo el derecho internacional, toda persona tiene derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, para la determinación de sus derechos. Para la determinación de sus derechos a la reparación y a la verdad, las víctimas de graves violaciones de derechos humanos y de otros crímenes bajo el derecho internacional, tienen derecho a un juicio justo ante un tribunal competente, independiente e imparcial.

69. Este derecho está íntimamente ligado a la obligación internacional del Estado de juzgar y sancionar a los responsables con seriedad y otorgando las debidas garantías, como lo ha recordado la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
 Así, ha precisado que: 

“La Convención Americana garantiza a toda persona el acceso a la justicia para hacer valer sus derechos, recayendo sobre los Estados Partes los deberes de prevenir, investigar, identificar y sancionar a los autores intelectuales y encubridores de violaciones a los derechos humanos […].”

70. En esa misma línea, la Corte se pronunció al emitir la resolución respectiva al **********, en el que se pronunció por el derecho que les asiste a las víctimas durante el proceso a efecto de hacer valer sus intereses, como se advierte de la parte conducente de la resolución de veintitrés de noviembre de dos mil nueve:

“247. De conformidad con el derecho reconocido en el artículo 8.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, este Tribunal ha establecido que los Estados tienen la obligación de garantizar que, en todas las etapas de los respectivos procesos, las víctimas puedan hacer planteamientos, recibir informaciones, aportar pruebas, formular alegaciones y, en síntesis, hacer valer sus intereses
. Dicha participación deberá tener como finalidad el acceso a la justicia, el conocimiento de la verdad de lo ocurrido y el otorgamiento de una justa reparación
. En tal sentido, la Corte ha establecido que la ley interna debe organizar el proceso respectivo de conformidad con la Convención Americana
. […]”

B) Recurso efectivo. 

71. Para determinar la interpretación y alcances de este derecho, resulta útil para el análisis del derecho a un recurso efectivo, lo que la Corte Interamericana de Derechos Humanos  sostuvo al emitir su Opinión Consultiva en el sentido siguiente:

“El artículo 25.1 incorpora el principio, reconocido en el derecho internacional de los derechos humanos, de la efectividad de los instrumentos o medios procesales destinados a garantizar tales derechos. (…)  De acuerdo con este principio, la inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones a [sic] los derechos reconocidos por la Convención constituye una transgresión de la misma por el Estado Parte en el cual semejante situación tenga lugar. En ese sentido debe subrayarse  que, para que tal recurso exista, no basta con que esté previsto por la Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla. No pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del país o incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios.

72. Asimismo, la Corte Interamericana desarrolló su jurisprudencia sobre la eficacia del recurso en el caso **********, al establecer lo siguiente: 

“Los recursos son ilusorios cuando se demuestra su inutilidad en la práctica, el Poder Judicial carece de la independencia necesaria para decidir con imparcialidad o faltan los medios para ejecutar las decisiones que se dictan en ellos. A esto puede agregarse la denegación de justicia, el retardo injustificado en la decisión y el impedimento del acceso del presunto lesionado al recurso judicial.”

73. Igualmente la Comisión Interamericana ha desarrollado importante jurisprudencia sobre el derecho a un recurso, a saber, en el caso **********, la Comisión sostuvo que “en el marco de la Convención el término ‘recurso’ debe entenderse en un sentido amplio y no limitado al significado que esta palabra tiene en la terminología jurídica propia de las legislaciones procesales de los Estados.”
 Al respecto esbozó la definición siguiente que toma en cuenta la interrelación de tres artículos de la Convención:

“La Comisión considera que el derecho a un recurso consagrado en el artículo 25, interpretado en conjunto con la obligación del artículo 1.1 y lo dispuesto en el artículo 8.1, debe entenderse como el derecho de todo individuo de acceder a un tribunal cuando alguno de sus derechos haya sido violado –sea éste un derecho protegido por la Convención, la Constitución o las leyes internas del Estado–, de obtener una investigación judicial a cargo de un tribunal competente, imparcial e independiente en la que se establezca la existencia o no de la violación y se fije, cuando corresponda, una compensación adecuada.”

74. En esta línea, la jurisprudencia de la Comisión reconoce al menos cinco modalidades de violación del derecho a un recurso, a saber: 

1. Los vacíos o disposiciones legislativos que privan de competencia a los tribunales para examinar recursos para un determinado tipo de violación; 

2. La obstaculización de la acción de la justicia por la vía de los hechos; 

3. El rechazo de recursos por razones procesales; 

4. La denegación de un recurso por razones arbitrarias, discriminatorias o contrarias a los derechos fundamentales de la persona, y

5.  El incumplimiento de una decisión de la autoridad competente. 

75. Estas modalidades se advierten de lo sostenido por la Comisión en el caso **********. Argentina sostuvo:

“La Comisión, sin embargo, entiende que el derecho a la tutela judicial efectiva previsto en el artículo 25 no se agota con el libre acceso y desarrollo del recurso judicial. Es necesario que el órgano interviniente produzca una conclusión razonada sobre los méritos del reclamo, que establezca la procedencia o improcedencia de la pretensión jurídica que, precisamente, da origen al recurso judicial. Es más, esa decisión final es  el fundamento y el objeto final del derecho al recurso judicial reconocido por la Convención Americana en el artículo 25, que estará también revestido por indispensables garantías individuales y obligaciones estatales (artículos 8 y 1.1).

En primer lugar, la propia lógica interna de todo recurso judicial –también el del artículo 25– indica que el decisor debe establecer concretamente la verdad o el error de la alegación del reclamante. El reclamante acude al órgano judicial alegando la realidad de una violación de sus derechos, y el órgano en cuestión, tras un procedimiento de prueba y de debate sobre esa alegación, debe obligatoriamente decidir si el reclamo es fundado o infundado. De lo contrario, el recurso judicial devendría inconcluso. 

En segundo lugar, además de inconcluso, el recurso judicial sería abiertamente ineficaz, pues al no permitir el reconocimiento de la violación para amparar al individuo en su derecho afectado ni para proveerle una reparación adecuada […] Recurso efectivo significa recurso apto para amparar o tutelar los derechos violados. La ausencia de esta condición indispensable en el caso del peticionario se evidencia con la declaración del órgano judicial interviniente cuando expresa que “[...] no existe jurisdicción judicial respecto de las cuestiones articuladas en autos, y no corresponde decidir sobre las mismas.” Si no hay jurisdicción judicial y no corresponde decidir, entonces no hay amparo o tutela posible. Consecuentemente, no hay recurso judicial efectivo en los términos del artículo 25 de la Convención Americana.”

76. Por otra parte, el tema de la compatibilidad de requisitos procesales con el derecho a un recurso fue analizado en la decisión de la Comisión Internacional de Derechos Humanos en el caso **********. La decisión destaca la amplitud y el carácter preponderante del derecho a un recurso con estas palabras: “El principio de la tutela judicial efectiva puede traducirse en la garantía de la libre entrada a los tribunales para la defensa de los derechos e intereses frente al poder público, aún cuando la legalidad ordinaria no haya reconocido un recurso o acción concreto.”
 Si bien es lícito e inevitable que la legislación establezca requisitos para la admisibilidad de recursos, “la incertidumbre o falta de claridad en la consagración de estos requisitos de admisibilidad constituye una violación a dicho derecho fundamental.”
 Por tanto, advierte la Comisión “Las garantías a la tutela judicial efectiva y al debido proceso imponen una interpretación más justa y beneficiosa en el análisis de los requisitos de admisión a la justicia, al punto que por el principio pro actione, hay que extremar las posibilidades de interpretación en el sentido más favorable al acceso a la jurisdicción.”
 En el caso concreto, la CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS consideró que el rechazo de un recurso por no haberse agotado la vía administrativa había sido violatorio del artículo 25, al resultar de la aplicación retroactiva de un cambio en la jurisprudencia procesal sin negligencia alguna de parte del peticionario.”

77. Siendo legítimos los objetivos de este requisito, su compatibilidad con la Declaración Americana dependía de tres criterios: “no pueden ser irrazonables ni ser de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia”, ni discriminatorias.
  En otras palabras “deberán contribuir a un objetivo legítimo y los medios deberán ser razonables y proporcionados con respecto al fin que se persigue.”
  

78. Ahora bien, resultan de singular importancia los razonamientos sostenidos por la corte en la resolución del **********, que en su resolución de treinta de agosto de dos mil diez al analizar la violación alegada en torno a la inexistencia de un recurso efectivo para impugnar la competencia militar, sostuvo lo siguiente:

“180.
Por último, en lo referente a la alegada inexistencia de un recurso efectivo para impugnar la competencia militar, la Corte ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención contempla la obligación de los Estados Partes de garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales
.

181.
La señora  ********** interpuso una demanda de amparo contra la decisión del Ministerio Público Militar adscrito a la 35 Zona Militar que confirmó la competencia del fuero militar para conocer el caso. Sin embargo, esta demanda fue sobreseída en primera instancia (supra párr. 163) debido a que los hechos impugnados “no se encuentran comprendidos dentro del artículo 10 [de la Ley de Amparo], ya que no basta que se tenga el carácter de ofendido y que los actos reclamados emanen de una causa penal para que el agraviado tenga interés jurídico para promover el juicio de garantías sino que, además, se requiere que estrictamente se encuentre en alguno de los supuestos contenidos en el numeral 10 citado”
. Asimismo, en dicha resolución también se indicó que “si lo que se reclama en esta vía constitucional […] es la declaratoria de incompetencia emitida por la autoridad administrativa del fuero común a favor de otra diversa autoridad de distinto fuero, como lo es la militar, es inconcuso que el juicio resulta improcedente al carecer de legitimación para promover la acción constitucional”
. Finalmente, señaló que el ofendido o quien tenga derecho a la reparación del daño se encuentra legitimado “para instar el juicio de amparo únicamente contra las resoluciones dictadas en la causa penal, […] cuando se trate de actos vinculados con la reparación del daño, la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, y aquellos surgidos del procedimiento penal, relacionados inmediata o directamente con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que están afectados a la reparación o la responsabilidad civil”
. Dicha resolución fue confirmada bajo los mismos argumentos
.

182.
De las mencionadas decisiones, este Tribunal concluye que la señora ********** no contó con la posibilidad de impugnar efectivamente la competencia de la jurisdicción militar para conocer de asuntos que, por su naturaleza, deben corresponder a las autoridades del fuero ordinario. Al respecto, la Corte ha señalado que los Estados tienen la responsabilidad de consagrar normativamente y de asegurar la debida aplicación de los recursos efectivos y las garantías del debido proceso legal ante las autoridades competentes, que amparen a todas las personas bajo su jurisdicción contra actos que violen sus derechos fundamentales o que conlleven a la determinación de los derechos y obligaciones de éstas
. En este sentido, el Tribunal ha establecido que para que el Estado cumpla con lo dispuesto en el artículo 25 de la Convención, no basta con que los recursos existan formalmente, sino que es preciso que tengan efectividad en los términos del mismo
. La Corte ha reiterado que dicha obligación implica que el recurso sea idóneo para combatir la violación y que sea efectiva su aplicación por la autoridad competente
.
183.
Como lo señaló anteriormente (supra párr. 176), la Corte destaca que la participación de la víctima en procesos penales no está limitada a la mera reparación del daño sino, preponderantemente, a hacer efectivos sus derechos a conocer la verdad y a la justicia ante tribunales competentes. Ello implica necesariamente que, a nivel interno, deben existir recursos adecuados y efectivos a través de los cuales la víctima esté en posibilidad de impugnar la competencia de las autoridades que eventualmente ejerzan jurisdicción sobre asuntos respecto de los cuales se considere que no tienen competencia. En consecuencia, el recurso de amparo no fue efectivo en el presente caso para permitir a la señora ********** impugnar el conocimiento de la violación sexual por la jurisdicción militar, lo cual constituye una violación del artículo 25.1 de la Convención Americana.”

79. Similares consideraciones sostuvo esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver en sesión de veinticuatro de octubre de dos mil doce, por unanimidad de votos, el juicio de amparo directo **********.

…
� Asunto de la Ponencia del Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, resuelto en sesión de 26 de marzo de 2014, por unanimidad de votos. 


� El cual establece lo siguiente: 


“Artículo 17.- Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho.


Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.


Las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para que se garantice la independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones.


Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter puramente civil.”





� Tesis de jurisprudencia 1a./J. 1/2012, Décima Época, Instancia: Primera Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro: V, Febrero de 2012, Tomo: 1, Página: 460.





� Tesis de jurisprudencia, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIV, Septiembre de 2001, Página: 5.


� Tesis aislada, Novena Época, Instancia: Primera Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXII, Julio de 2005, Página: 438.





� En el Distrito Federal, no ha cobrado vigencia el nuevo sistema penal acusatorio y con él las garantías constitucionales insertas, toda vez que de los artículos transitorios primero, segundo y tercero, del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, publicados en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el veintidós de julio de dos mil trece, se advierte que el Sistema Procesal Penal Acusatorio, entrara en vigor a partir del primero de enero de dos mil quince, de ahí que, el estudio del presente asunto debe de abordarse a la luz de las disposiciones previstas antes de la reforma constitucional de mérito, es decir previo a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el dieciocho de junio de dos mil ocho.


� “Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación.


A. De los principios generales: […]


B. De los derechos de toda persona imputada: […]


C. De los derechos de la víctima o del ofendido:


     I. Recibir asesoría jurídica; ser informado de los derechos que en su favor establece la Constitución y, cuando lo solicite, ser informado del desarrollo del procedimiento penal;


     II. Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se le reciban todos los datos o elementos de prueba con los que cuente, tanto en la investigación como en el proceso, a que se desahoguen las diligencias correspondientes, y a intervenir en el juicio e interponer los recursos en los términos que prevea la ley.


Cuando el Ministerio Público considere que no es necesario el desahogo de la diligencia, deberá fundar y motivar su negativa;


     III. Recibir, desde la comisión del delito, atención médica y psicológica de urgencia;


     IV. Que se le repare el daño. En los casos en que sea procedente, el Ministerio Público estará obligado a solicitar la reparación del daño, sin menoscabo de que la víctima u ofendido lo pueda solicitar directamente, y el juzgador no podrá absolver al sentenciado de dicha reparación si ha emitido una sentencia condenatoria.


     La ley fijará procedimientos ágiles para ejecutar las sentencias en materia de reparación del daño;


     V. Al resguardo de su identidad y otros datos personales en los siguientes casos: cuando sean menores de edad; cuando se trate de delitos de violación, secuestro o delincuencia organizada; y cuando a juicio del juzgador sea necesario para su protección, salvaguardando en todo caso los derechos de la defensa.


     El Ministerio Público deberá garantizar la protección de víctimas, ofendidos, testigos y en general todos los sujetos que intervengan en el proceso. Los jueces deberán vigilar el buen cumplimiento de esta obligación;


     VI. Solicitar las medidas cautelares y providencias necesarias para la protección y restitución de sus derechos, y


     VII. Impugnar ante autoridad judicial las omisiones del Ministerio Público en la investigación de los delitos, así como las resoluciones de reserva, no ejercicio, desistimiento de la acción penal o suspensión del procedimiento cuando no esté satisfecha la reparación del daño.”





� “Artículo 10. Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal.”


� “Artículo 14


1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil. La prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por consideraciones de moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad democrática, o cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes o, en la medida estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será pública, excepto en los casos en que el interés de menores de edad exija lo contrario, o en las actuaciones referentes a pleitos matrimoniales o a la tutela de menores. […]”


� “Artículo XVIII. Toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos. Asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente.”


� “Artículo 8. Garantías Judiciales.


1. Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente independiente e imparcial establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. […]”


“Artículo 25. Protección Judicial


1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente convención, aún cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.


2. Los Estados partes se comprometen:


a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso;


b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 


c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.”


� Corte Interamericana de Derechos Humanos: **********, Sentencia de 21 de julio de 1989, Serie C: No. 7, párrafos 32 y 34; **********, Sentencia de 21 de julio de 1989, Serie C: No./8, párrafos 30 y 3;  **********, Sentencia del 8 de diciembre de 1995, Serie C: No. 22 párrafo 69 y Resolutivo 5; Caso **********, Sentencia del 14 de septiembre de 1996, Serie C: No. 28, párrafo 61 y Resolutivo 4; **********, Sentencia de 3 de noviembre de 1997, Serie C: No. 35, párrafo 107 y Resolutivo 6; y **********, Sentencia de 24 de enero de 1998, Serie C: No. 36, párrafo 97.


� **********, Sentencia de 24 de enero de 1998, Serie C: No. 28, párrafos 61 y 63


� Cfr. **********, supra nota 51, párr. 146; **********, supra nota 24, párr. 247, y **********, supra nota 44, párr. 183. 


� Cfr. **********, supra nota 40, párr. 233, y **********, supra nota 40, párr. 194. 


� Cfr. ***********, supra nota 40, párr. 233; **********, supra nota 24, párr. 247, y **********, supra nota 40, párr. 188. 





� Corte Interamericana,  **********, “Garantías judiciales en estados de emergencia”, párr. 23. 


� Corte Interamericana, caso  ********** (Fondo), párr. 137 (2001).


� Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH),  **********, p. 204 (1996). 


� Ibíd.





� CIDH,  **********, párrs. 71 y 73-75 (1997)


� CIDH, caso **********, párr. 57 (1999).


� Ibíd., párr. 58.


� Ibíd., párr. 61. Este precepto recuerda la observación de la CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS hecha en otro contexto desde hace dos décadas, a saber: “No se respetan esos derechos si, acatando la regla escrita, se niegan las consecuencias naturales o lógicas que de ellas surgen (…). Casi podría decirse que la ‘implementación’ de cada uno de los Derechos comprendidos en ambas Declaraciones, exige una actitud concreta, positiva, del Estado y sus autoridades (…)” caso ********** (Uruguay), Informe 1982-83, p. 143.


� Ibíd., párr. 62.


� Ibíd., párr. 99.


� Ibíd.


� Cfr. **********. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C No. 1, párr. 91; ********** , supra nota 200, párr. 128, y **********, supra nota 33, párr. 291.


� Cfr. Resolución del Juez Primero de Distrito en el estado de Guerrero, supra nota 157, folio 9016.


� Cfr. Resolución del Juez Primero de Distrito en el estado de Guerrero, supra nota 157, folios 9018 y 9019.


� Cfr. Resolución del Juez Primero de Distrito en el estado de Guerrero, supra nota 157, folio 9022.


� Cfr. Sentencia del Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito del estado de Guerrero, supra nota 159, folios 8898 a 8969.


� Cfr.  ********** Fondo, supra nota 109, párr. 79;  ********** “**********. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2009 Serie C No. 198, párr. 72, y ***********, supra nota 33, párr. 295.


� Cfr. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987. Serie A No. 9, párr. 24; **********, supra nota 32, párr. 296, y **********, supra nota 18, párr. 202. 


� Cfr. **********, supra nota 111, párr. 117; **********, supra nota 32, párr. 296, y **********, supra nota 18, párr. 202. 





